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NOTA TÉCNICA DE LA SUBDIRECCIÓN GENERAL DE RESIDUOS SOBRE LOS USOS DE LAS 
FRACCIONES LÍQUIDAS DE LAS PLANTAS DE DIGESTIÓN ANAEROBIA. 
  

1. OBJETIVO DE LA NOTA TÉCNICA 

Ante la realización de varias consultas a la Dirección General de Calidad y Evaluación Ambiental 
sobre la aplicación o no de la normativa de aguas residuales al uso de la fracción líquida del 
digerido como agua de riego o para su vertido a cauce público y dado que cualquier vertido de 
aguas residuales a dominio público hidráulico (en adelante DPH) sin previa autorización 
administrativa tiene la consideración de vertido no autorizado, se ha considerado necesario 
elaborar una nota técnica que clarifique la normativa de aplicación al posible vertido de la 
fracción líquida del digerido tratado o depurado procedente de las plantas de digestión 
anaerobia.  
 
 

2. DESCRIPCIÓN DE LA NORMATIVA 

El texto refundido de la Ley de Aguas (en adelante TRLA), aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2001 y el Reglamento de Dominio Público Hidráulico (en adelante RDPH), aprobado por RD 
849/1986, regula la autorización de los vertidos de aguas residuales al DPH.  
 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 1 bis del RDPH, se entiende por aguas residuales «las 
aguas procedentes de una actividad antrópica que han sufrido un deterioro en su calidad como 
consecuencia de la misma, cuyo vertido es susceptible de contaminar las aguas continentales o 
cualquier otro elemento del dominio público hidráulico. Las aguas residuales incluyen las aguas 
residuales domésticas, las aguas residuales industriales y las aguas residuales urbanas en los 
términos previstos en el artículo 2 del Real Decreto Ley 11/1995, de 28 de diciembre, por la que 
se establecen las normas aplicables al tratamiento de las aguas residuales urbanas».  
 
El artículo 237 del RDPH (Estudio para la evaluación de los efectos medioambientales) establece 
que «Las concesiones o autorizaciones administrativas, en relación con obras o actividades en el 
dominio público hidráulico o que afecten a éste, que, a juicio del organismo de cuenca, se 
consideren susceptibles de contaminar o degradar el medio ambiente, causando efectos sensibles 
en el mismo, requerirán la presentación por el peticionario de un estudio para evaluación de tales 
efectos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 98 del TRLA, sin perjuicio de lo señalado en 
el artículo 77 bis.4 de dicho texto refundido para las concesiones relativas a las plantas 
fotovoltaicas flotantes en el dominio público hidráulico». Posteriormente, en el punto 2 del 
mismo artículo se establece que «Los estudios de evaluación de efectos medioambientales 
identificarán, preverán y valorarán las consecuencias o efectos que las obras o actividades que el 
peticionario pretenda realizar puedan causar a la salubridad, al bienestar humano y al medio 
ambiente, e incluirán las cuatro fases siguientes: 

a) Descripción y establecimiento de las relaciones causa efecto. 
b) Predicción y cálculo, en su caso, de los efectos y cuantificación de sus indicadores. 
c) Interpretación de los efectos. 
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d) Previsiones a medio y largo plazo, así como medidas preventivas de efectos 
indeseables». 

 
Por último, en el mismo artículo 237 del RDPH, en su punto tercero, se indica que «Si la supuesta 
contaminación o degradación del medio implicase afección a las aguas subterráneas, el 
organismo de cuenca solicitará un estudio que incluya al menos los contenidos indicados en el 
anexo III.A)» 
 
Por otro lado, el artículo 251 bis del RDPH, por el que se determinan los valores límite de emisión 
que se establecen en el condicionado de las autorizaciones de vertido establece, entre otros que: 
«a) Se exigirán valores límite de emisión de conformidad con las mejores técnicas disponibles, 
establecidas de acuerdo con el texto refundido de la Ley de Prevención y Control Integrados de la 
Contaminación aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre (IPPC), para 
todos los parámetros característicos de la actividad causante del vertido y según lo establecido 
en el Real Decreto 509/1996, de 15 de marzo, de desarrollo del Real Decreto-ley 11/1995, de 28 
de diciembre, por el que se establecen las normas aplicables al tratamiento de las aguas 
residuales urbanas».  
 
Por su parte la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía 
circular establece el régimen jurídico de la producción y gestión de residuos. El artículo 33 de 
dicha norma exige la autorización de las actividades de tratamiento de residuos, ya sean 
operaciones de valorización o de eliminación. Entre esas actividades se encuentran tratamientos 
como la digestión anaerobia, el uso de residuos que produzca un beneficio a la agricultura o la 
mejora ecológica de los suelos o incluso la eliminación mediante tratamiento terrestre o el 
confinamiento de líquidos en balsas. 
 
Por último, el uso de materiales como fertilizantes o enmiendas debe cumplir con la normativa 
nacional y comunitaria sobre productos fertilizantes (Real Decreto 506/2013, de 28 de junio, 
sobre productos fertilizantes), así como con la normativa sobre nutrición sostenible del suelo 
(Real Decreto 1051/2022, de 27 de diciembre, por el que se establecen normas para la nutrición 
sostenible en los suelos agrarios) y otra normativa sectorial que resulte de aplicación, como la 
normativa sobre protección de las aguas frente a la contaminación por nitratos. 
 

3. SITUACIÓN DEL DIGERIDO 

De acuerdo con el artículo 2.j) de la ley 7/2022 de 8 de abril, el digerido es el material orgánico 
obtenido a partir del tratamiento biológico anaerobio de residuos biodegradables recogidos 
separadamente. No se considerará digerido el material bioestabilizado (material con contenido 
orgánico obtenido de las plantas de tratamiento mecánico biológico de residuos mezclados). 
 
Por otra parte, el artículo 3.3.b de la mencionada ley establece “se regularán por esta ley, los 
subproductos animales y sus productos derivados, cuando se destinen a la incineración, a los 
vertederos o sean utilizados en una planta de digestión anaerobia, de compostaje o de obtención 
de combustibles, o se destinen a tratamientos intermedios previos a las operaciones anteriores". 
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En consecuencia, la digestión anaerobia de subproductos animales y sus derivados también está 
sometida a autorización conforme a lo regulado en el artículo 33 de la ley. 
 
Por su parte, el artículo 28.3 de la ley 7/2022, de 8 de abril, establece que los criterios de fin de 
la condición de residuos del compost y del digerido son los establecidos en el Reglamento (UE) 
n.º 2019/1009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de junio de 2019.  
 
El digerido procedente de las plantas de digestión anaerobia se compone de una fase líquida y 
de una fase sólida. Por lo general, la fase sólida suele destinarse a su aplicación en el suelo como 
fertilizante. Para aclarar cómo se aplica el fin de la condición de residuo en estos casos, la 
Subdirección Geneal de Residuos del MITECO y la Subdirección General de Medios de Producción 
Agrícola y OEVV han elaborado conjuntamente la NOTA INTERPRETATIVA SOBRE LA APLICACIÓN 
DEL FIN DE LA CONDICIÓN DE RESIDUO EN PROCESOS DE ELABORACIÓN DE PRODUCTOS 
FERTILIZANTES CONFORME AL REAL DECRETO 506/2013, DE 28 DE JUNIO, SOBRE PRODUCTOS 
FERTILIZANTES.1 
 
En caso de que no se cumpla con lo que establece el artículo 28.3 de la ley para alcanzar el fin de 
la condición de residuo, y en tanto que residuo, la fase sólida del digerido puede valorizarse en 
una operación de valorización R10, según se define en el anexo II de la Ley 7/2022, de 8 de abril, 
de residuos y suelos contaminados para una economía circular, para lo cual deberá solicitar la 
autorización correspondiente a la comunidad autónoma correspondiente, conforme a lo 
establecido en el artículo 33.4 de la Ley 7/2022, de 8 de abril, y cumplir con lo establecido en el 
Real Decreto 1051/2022, de 27 de diciembre.  
 
Por su parte, para la fase líquida del digerido procedente de las plantas de digestión anaerobia, 
y de acuerdo con lo expuesto en el apartado segundo, no sería posible autorizar su vertido al 
DPH, al no considerarse como un agua residual y no estar dentro del ámbito de aplicación de la 
normativa de depuración de aguas residuales. Además, tampoco podría considerarse como agua 
de riego, por lo que se trataría de un residuo, que, bajo determinadas condiciones, también se 
podría valorizar como producto fertilizante o como residuo. En este supuesto, aplicaría lo 
establecido en el Real Decreto 506/2013, de 28 de junio, sobre productos fertilizantes o en el 
Real Decreto 1051/2022, respectivamente.  
 
En caso de que la fracción sólida o líquida del digerido cumplan con los requisitos legales, se 
deberá realizar la evaluación indicada en el artículo 237 del RDPH (Estudio para la evaluación de 
los efectos medioambientales), así mismo, se deberán tener en cuenta para su aplicación 
aspectos como el estado químico de las masas de agua subterráneas afectadas, la cercanía a 
perímetros de protección, o a zonas vulnerables a la contaminación por nitratos, con el fin de 
dar cumplimiento al Real Decreto 47/2022, de 18 de enero, sobre protección de las aguas contra 
la contaminación difusa producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias.  
 

 
1 https://www.miteco.gob.es/content/dam/miteco/es/calidad-y-evaluacion-ambiental/sgecocir/prevencion-y-gestion-
de-residuos/Nota%20interpretativa%20FCR%20Productos%20Fertilizantes%20def.pdf 
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En caso de que no se cumplan con los requisitos legales aplicables para que ambas fracciones 
puedan ser utilizados con fines agronómicos, deberán ser retirados por un gestor de residuos 
autorizado para ser valorizados o eliminados mediante otras operaciones de tratamiento 
conforme a la normativa vigente.  
 
 
 


